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Resumen

Partiendo del análisis de la gobernanza como concepto enunciativo 
de una transformada e innovadora forma de asumir la gestión guber-
namental en el contexto globalizado, este artículo presenta un pano-
rama de las condiciones que han permitido a los grupos criminales 
constituirse como un orden de control sociopolítico: una gobernanza 
neoliberal criminal. Se trata de un avance conceptual que facilita el 
análisis de las formas ilegales/criminales como parte constitutiva del 
orden social.
Palabras clave: crimen organizado, gobernanza neoliberal, gobernanza 
criminal, legalidad – ilegalidad, orden social, zona gris.
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aBstRaCt

Starting from analyzing governance as an enunciative concept of a transfor-
med and innovative form of assuming government management in the glo-
balized context; this article presents an overview of the conditions that have 
allowed the criminal groups to establish itselfs as a order of sociopolitical con-
trol: a criminal neoliberal governance. It is a conceptual advance that facilitates 
the analysis of illegal/criminal forms as a constitutive part of the social order.
Keywords: organized crime, neoliberal governance, criminal governance, 
legality – illegality, social order, gray zone.

intRoduCCión

Desde una perspectiva muy puntual sobre las permisiones que 
acarrea la gobernanza como modelo de gobierno flexible, conviene 
señalar que, como característica específica, tal vez central, este 
esquema ha dejado atrás la contra posición público (estatal)/priva-
do (no estatal) para obligar a la generación de formas inusuales de 
vinculación entre estas dos esferas. Así también, en el horizonte 
de esta relación, la desregulación se manifiesta como un rasgo 
distintivo de formas diferentes de gestionar la vida pública (Esté-
vez, 2009). Esto aunado a la heterogeneidad de contextos históri-
cos, características territoriales, condiciones sociopolíticas, entre 
otras particularidades, ha facilitado la introducción y participación 
de actores ilegales en la administración gubernamental, lo que en 
más de un territorio ha significado una articulación con las formas 
estatales y sus instituciones en distintos niveles. Como escribe 
Bonilla (2020: 262), rescatando los aportes de Desmond Arias: 

la actividad criminal no causa únicamente violencia, por con-
traintuitivo que esto parezca; también puede generar orden, 
proveer bienes públicos e incidir en la implementación de 
políticas públicas […], las organizaciones criminales inter-
vienen de diversas maneras en los procesos de gobernanza.
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Paradójicamente, esa flexibilidad en la manera de gobernar que 
prometía la más amplia cobertura y administración pública gra-
cias a la participación activa y coordinada de más y mejor ca-
pacitados actores, terminó por permitir el traslape de formas y 
representantes estatales, no estatales, legales e ilegales, en un 
mismo espacio caracterizado como zona gris (Trejo y Ley, 2020; 
Auyero en Carrasco, 2012). Es a partir de ello que la gobernan-
za adquiere una dimensión criminal, al comprometer recursos 
legales con componentes ilegales de carácter privado. Es decir, 
cuando existe una coordinación estratégica entre facciones, gru-
pos, actores, élites gubernamentales y otros externos, no guber-
namentales, criminales, para la toma de decisiones que impactan 
e influyen en un territorio y su sociedad (Duque, 2020; Lessing, 
2020; Schultze-Kraft, 2016).

Con la intención de explorar algunas características que, 
desde el análisis de la gobernanza, podrían configurar un mar-
co de entendimiento y sentido sobre la formación de gobiernos 
criminales en el contexto globalizado, se desarrolla el presente 
trabajo como una base conceptual sobre las condiciones que in-
ciden en la emergencia y consolidación de procesos y formas de 
ilegalidad/criminalidad como parte constitutiva de un determina-
do orden social.

Dicho esto, se propone el entendimiento de la pareja con-
ceptual legalidad-ilegalidad desde su articulación, antes que 
desde una segmentación radical en sus procesos. O sea, como 
posible camino de visibilización de un complejo entramado de 
relaciones tan ambiguas como clandestinas, y no en un senti-
do determinante y/o cerrado sobre el conflicto e interacción 
sociales. En otras palabras, como un punto de inflexión en el 
continuum que constituye ese espacio de tránsito de formas 
y relaciones legales-ilegales, que, al mismo tiempo que ejer-
cen influencia sobre el desarrollo de actividades, situaciones, 
ejercicios, decisiones de jurisdicción pública, y, sobre todo, po-
blaciones, permanecen envueltas en una dinámica de mutua 
protección.
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La intención primordial de este artículo es trazar un camino 
que facilite el entendimiento de algunas lógicas criminales que, 
asentadas en las posibilidades de apertura y funcionalidad dis-
puestas por la gobernanza neoliberal en términos de administra-
ción pública en México, consiguen ejercer un determinado orden 
de control sociopolítico caracterizado como criminal. Y en este 
sentido, al mantenerse en constante connivencia con las formas 
estatales de gobernar, se constituyen como parte de un tipo de 
gobernanza neoliberal criminal.

Para avanzar en este supuesto, el texto queda desarrollado 
en cuatro secciones que retratan las particularidades de la go-
bernanza y de la criminalidad en México; esto último, ilustrado 
a partir de dos casos específicos: el grupo criminal Los zetas 
y el grupo criminal de Sinaloa. En la primera sección, señalo 
las características que le han ganado popularidad a la gober-
nanza neoliberal como una manera reformulada de concebir lo 
político, a través de dinámicas de corte empresarial. Asimismo, 
destaco el cómo la descentralización y desregulación perfiladas 
desde la instauración de este modelo de gobierno, para el caso 
mexicano, pueden ser observables como momentos de simul-
tánea presencia/ausencia en la participación estatal. Después, 
en la segunda y tercera secciones, describo el funcionamiento 
y operatividad de algunos grupos de crimen organizado, des-
plegadas como dos formas coercitivas diferenciadas. La prime-
ra, como un modelo de negocios violento. La segunda, como 
orden alternativo de control basado en la complicidad. En la 
cuarta sección, se proponen algunas pistas para dimensionar la 
complejidad en el entramado estructural entre formas legales 
e ilegales de orden social y político, derivado de la articulación 
entre las dinámicas de participación estatal, social (no estatal 
privada) y criminal. Finalmente, en la última sección, se es-
bozan algunas consideraciones con la intención de responder 
al cuestionamiento que titula este artículo, y quizás alumbrar 
otras vetas de reflexión sobre el tema.
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la emeRgenCia de la goBeRnanza neoliBeRal

El capitalismo neoliberal, no sólo como esquema económico, sino 
como proyecto sociopolítico, vino a inaugurar una nueva fase de 
acumulación de capital caracterizada por la competencia, la desre-
gulación financiera y la plena apertura de los mercados nacionales 
e internacionales, unificándolos como un solo mercado global. Bajo 
esta lógica se instituye una estrategia de política económica (go-
bernanza neoliberal) claramente orientada a facilitar la obtención 
de ganancias a las facciones capitalistas más importantes (Estra-
da y Moreno, 2007), sin que ello obligatoriamente distinguiera la 
naturaleza jurídica de las mismas. Esto le significó al Estado una 
re-estructuración en el carácter de sus funciones, ahora como re-
gulador, mediador y facilitador del mantenimiento del poder y de 
la supuesta unidad; lo que se concretiza en los tratos diferenciados 
entre grupos y entre clases.

El término gobernanza resuena en varios espacios. Es tanta 
la información que se divulga al respecto desde la academia, la 
política, la economía, el periodismo, que hace suponer la existen-
cia de un consenso colectivo en torno a su significación, implica-
ciones y, quizás lo más importante, los alcances de su ejecución 
y legitimación como la más eficiente forma de gobierno para las 
condiciones sociopolíticas actuales (Porras, 2021; Cadena y Cota, 
2021). De no analizarse críticamente, tal información podría con-
fundir el hecho puntual de que la gobernanza se ha constituido 
como la “matriz política de la globalización neoliberal” (De Sousa 
Santos, 2009: 46). Es decir, la estrategia desarrollada por y des-
de el sistema capitalista para legitimar sus funciones a partir de 
mecanismos sociopolíticos en un esquema de ciudades globalizadas 
(Sassen, 1995).

Consecuentemente, la idea de gobernanza se instaura como 
una forma mucho más descentralizada de la dirección social, de 
acuerdo con la cual, ante la complejidad, el dinamismo, la diver-
sidad e interdependencia que muestran los intereses y las exigen-
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cias generales de la sociedad actual, “los modos de la gobernación 
tradicionales de la jerarquía y la gerencia no resultan ni eficaces, 
ni eficientes, ni efectivos, ni legítimos” (Prats, 2019). Esto le ha 
ganado mayor popularidad y, por tanto, ha favorecido su avance 
como perspectiva socio política, ha sido la aparente utilidad en “su 
capacidad para facilitar un marco vertebrador general que permite 
entender las recientes transformaciones en los procesos de gobier-
no y arropar de forma integradora los análisis sobre las nuevas 
relaciones Estado-sociedad” (Natera, 2005: 759).

En el caso de la región que comprende América Latina, inclui-
do México, la noción de gobernanza que ha dominado es aquella 
trasladada por los organismos internacionales (Fondo Monetario 
Internacional-fmi, Banco Mundial-Bm, Organización para la Coo-
peración y el Desarrollo Económico-oCde), cuyo objetivo ha sido 
reproducir la idea del buen gobierno estilo norte global en todos los 
rincones del mundo, particularmente en los países en desarrollo. 
Frente a esto, es preciso puntualizar que una definición de gober-
nanza señalada desde esta perspectiva queda establecida a partir 
del modelo de Estado neoliberal (Zurbriggen, 2011), según el cual 
el alcance de las funciones estatales se ve disminuido como res-
puesta a su ineficacia, mientras que se incentiva la competencia en 
el mercado de los organismos no estatales para llenar el vacío en 
lo referente a la provisión y manejo de bienes y servicios públicos.

De acuerdo con Sanín (2015), este panorama representó una 
particular dificultad para los países latinoamericanos que, sin ha-
ber consolidado del todo un estado de bienestar, se vieron presio-
nados para transicionar al modelo de estado neoliberal. Ello signi-
ficó tener que avanzar con 

un aparato estatal inconcluso, precario […] que ha reve-
lado una fragilidad institucional, una presencia diferen-
ciada en el territorio, sin control del monopolio de la vio-
lencia, con prácticas políticas clientelistas y corruptas, 
y sin capacidad para enfrentar las demandas sociales 
(Sanín, 2025: 127).
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En el Informe sobre desarrollo mundial 2017: sobre la gobernanza y las 
leyes del Bm, se define la gobernanza como el “proceso mediante el 
cual los grupos estatales y no estatales interactúan para diseñar y 
aplicar políticas […]”; reconociendo la ineficacia de los gobiernos 
como gestores únicos de los recursos y proveedores de servicios 
de demanda social, el entonces presidente del organismo, Jim Yong 
Kim, señaló directamente la necesidad de “aprovechar los conoci-
mientos del sector privado, trabajar estrechamente con la socie-
dad civil y redoblar los esfuerzos en la lucha contra la corrupción” 
(Bm, 2017). Considerando lo anterior, la característica más clara 
que le confiere el apellido neoliberal a la gobernanza probablemen-
te quede contenida en la integración de un clima empresarial, en el 
cual se “equipara la [participación de] la sociedad civil [actores no 
estatales], con la actividad de los mercados” (Calonge, 2016: 186). 
De manera más sencilla, sería que el ejercicio de la función pública 
queda a expensas de las fuerzas de mercado.

Lo ya mencionado se proyectó como un cambio de paradigma 
en cuanto a “la legitimidad del Estado-nación y la reestructuración 
de sus funciones para ponerse al servicio del capital trasnacional 
en detrimento de las poblaciones” (Martí, 2016: 111); particular-
mente, en términos de la introducción y aliento a la participación 
de diferentes actores no estatales en el direccionamiento de la 
dinámica social. Asimismo, indicó una transformación en la na-
turaleza de las relaciones, pues se marca el inicio de una era que 
plantea disminuir la carga social al Estado, a partir de inculcar el 
accionar individual como estilo de vida. Esto es, responsabilizar a 
los individuos de su propio bienestar a través de su sometimien-
to a un sistema de competencias, que automáticamente desplaza 
al Estado como figura central del ordenamiento social, político y 
económico, y como proveedor de servicios y recursos; a razón de 
lo cual, se justifica la competencia en el mercado y la consecuente 
desigualdad y polarización económicas.

Así pues, la reducción de las funciones estatales frente a la 
intervención privada-empresarial y las fuerzas del mercado, es lo 
que caracterizaría el modelo de gobernanza neoliberal, en contras-
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te con otros esquemas de gobierno (De Sousa, 2009). Si, hasta an-
tes de los noventas, el neoliberalismo aparecía mayormente como 
una ideología enteramente económica, ahora es claro que la gober-
nanza es precisamente su principal estrategia de avance hacia los 
sistemas políticos (De Sousa, 2009; Martí, 2016). De esta manera, 
“la lógica de la gobernanza profundiza el proceso de adaptación al 
neoliberalismo de los Estados-nación y las instituciones interna-
cionales” (Martí, 2016: 116).

En concordancia con estos postulados, la base de este modelo 
de gobierno limitaría la participación del Estado como rector al 
regular su soberanía y poder de coerción y administración “legíti-
mos”, frente a otros actores. Sin embargo, siguiendo la explicación 
de Lomnitz (2022), para entender mejor las condiciones del Méxi-
co contemporáneo, en torno a la criminalidad y la violencia deri-
vada de ello, habría que llevar el análisis de la soberanía separado 
de la serie de atributos que tradicionalmente se asocian al Estado: 
el monopolio en el ejercicio legítimo de la violencia, la regulación 
administrativa y la impartición de justicia, por mencionar algu-
nos. Hacerlo así, abonaría a la idea de que dichos elementos no 
avanzan necesariamente al mismo ritmo o en la misma dirección. 
En este sentido, como argumenta el autor, la reducida capacidad 
administrativa del Estado mexicano no significa una falta de so-
beranía obligatoriamente. Por lo tanto, los referentes de violencia 
criminal suponen más un atributo de un nuevo tipo de Estado, que 
un síntoma de un Estado fallido.

Suscribiendo a la postura de Lomnitz, la descentralización y 
desregulación en México podrían observarse mejor como una diná-
mica de simultánea presencia-ausencia en la participación estatal 
y la actividad criminal (Arana-Castañeda, 2020). Y como resultado 
de ello, se advierte la emergencia de nuevas formas de gestionar la 
relación Estado-sociedad. En un estudio sobre la producción de or-
den territorial en las favelas de Río de Janeiro, Paparini, Pasquet 
y Romeu (2020) proponen que “la riqueza del análisis [presencia-
ausencia: Estado-actividad criminal] está en la superposición, en 
que ambas realidades coexisten” (391). Desde esta perspectiva, la 



EntoncEs, ¿quién gobiErna? actividad criminal y ordEn  
social como forma dE gobErnanza nEolibEral criminal

64 6564 65

sola duda sobre el qué atestiguamos: un estado avanzando hacia 
formas ilegales de control y gobierno o un orden criminal valiéndo-
se de formas legales de dominación para su legitimación, también 
trastoca la premisa más conservadora del Estado fallido.

Ciertamente, la avanzada neoliberal no ha impactado de igual 
manera en las distintas regiones del mundo. Lo que sí ha hecho, es 
potenciar el establecimiento de redes relacionales similares entre 
actores diversos para gestionar la vida pública. En Argentina, por 
ejemplo, los levantamientos resultantes de la imposición de polí-
ticas neoliberales en los noventas, que llevó a la movilización de 
los trabajadores y los saqueos en 2001, dejó ver la existencia de 
redes que “cruzaron las bases sociales bonaerenses con miembros 
del Partido Justicialista, punteros políticos y líderes populares co-
nocidos, apoyados muchas veces por la acción de la propia poli-
cía federal (Auyero, en Carrasco, 2012: 182). En México, por otro 
lado, la firma del tratado de libre comercio con eeuu y Canadá en 
los noventas perfiló las negociaciones entre instancias de seguri-
dad nacional y narcotraficantes, puesto que una de las solicitudes 
del gobierno norteamericano era precisamente la detención de los 
delincuentes (Enciso, 2014).

No obstante, lo que mayormente permitió el alza del mode-
lo organizativo de competencia y acumulación en las dinámicas 
políticas, como la mejor forma de garantizar la funcionalidad en 
los países latinoamericanos, sin duda ha sido la evidente irregu-
laridad en las prácticas estatales, entendidas como única vía de 
administración pública. La falta de recursos técnicos, económicos, 
administrativos y éticos de estos gobiernos facilitó en gran medi-
da la asimilación de las condiciones y estrategias empresariales, 
impulsando la desarticulación de la estructura jerárquica estatal, 
y encaminando la delegación de responsabilidades a terceros pri-
vados, en una dinámica más de asociados que de colaboradores 
externos. Por lo tanto, los principios en torno a los cuales avanza 
el neoliberalismo: privatización, mercantilización y liberalización, 
junto con la desregulación y descentralización, direccionan tam-
bién las estrategias de gobernanza.
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Desde allí, el cumplimiento de prácticas justas para el mejo-
ramiento social se vuelve una contribución de buena voluntad de 
los actores-empresas (Sanín, 2015; Porras, 2021) y, en consecuen-
cia, la persecución de intereses particulares desplaza en orden de 
importancia a la cobertura de demandas sociales. Se despolitiza 
pues el sentido de satisfacer las necesidades sociales al valorizar 
la función pública, ya que deja de tratarse como asunto de dere-
chos para considerarse en pleno una actividad económica reditua-
ble. Aparece ante ello la figura de la privatización para justificar 
y validar el desplazamiento de las funciones, los intereses que las 
alimentan y el quién y de qué forma queda a cargo de su cumpli-
miento. Se instaura una razón empresarial cuya filosofía de traba-
jo no es otra que “quien pone el dinero, pone las reglas” (Sanín, 
2015: 130), bajo la cual, toda institución gubernamental debiera 
funcionar a partir de resultados concretos, objetivos específicos y 
metas mesurables económicamente.

gRuPos CRiminales Como modelo de negoCios 
violentos

De acuerdo con Sanmartín (2010) y su categorización de la violencia 
según el tipo de agresor, las mafias constituirían el paradigma del 
crimen organizado que responde también a un tipo de patrón empre-
sarial. Siguiendo al autor, se trata de grupos de personas con una es-
tructura organizacional claramente definida cuyo principal objetivo 
es el enriquecimiento de sus miembros a costa de la sociedad, para 
lo cual se valen de técnicas como el uso desmedido de la fuerza, el 
chantaje y la corrupción, para ejercer un cierto control y dominio.

En este contexto, el fortalecimiento y autonomía de los 
grupos criminales ha comprometido el monopolio legítimo de la 
fuerza y el uso exclusivo de la violencia, dos de los atributos an-
clados a la idea de Estado más tradicional. Como consecuencia, 
comienzan a evidenciarse tanto las limitaciones de éste, como la 
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dimensión política del crimen organizado;1 por lo que la balanza 
del poder se desequilibra.

Lessing (2020) y Sampó (2021) señalan que la participación 
activa de los grupos de crimen organizado en la imposición de re-
glas o restricciones que condicionen el comportamiento social es 
indispensable para que la gobernanza neoliberal criminal se cons-
tituya en su máxima expresión. Por lo que, en los casos en que el 
desequilibrio de las fuerzas (Estado-crimen) se hace presente, las 
organizaciones criminales con el suficiente poder coercitivo han 
conseguido crear fuerzas especializadas en la protección a través 
de la administración agudizada e indiscriminada de violencia; mis-
ma que puede ser ejercida desde distintos frentes, bajo diversas 
circunstancias y sobre diferentes grupos de víctimas.

Tal es el caso de los llamados grupos de asalto o brazos arma-
dos del crimen organizado. Se trata de subgrupos dedicados especí-
ficamente a procurar y mantener la seguridad de los miembros, las 
actividades, las mercancías, los territorios y las rutas. Éstos se es-
pecializan en brindar protección a través de mecanismos de coerción 
violentos, casi siempre extremos; y cuya influencia, dado el impacto 
que genera su proceder, termina por extenderse al grueso social.

Si bien, en el origen estos subgrupos suelen constituirse 
como parte de un grupo criminal organizado más amplio y fuerte, 
existen casos en que consiguen hacer de su tarea una actividad 
económica en sí misma, y, por ese medio, desprenderse como un 
grupo independiente. Es decir, transforman su hacer cotidiano vio-
lento en una estrategia de mercado para posicionarse como pres-
tadores de servicios de protección, a la vez que ejercen dominio 
sobre un territorio. Desarrollan todo un concepto de soluciones 
efectivas y eficaces sobre conflictos que puedan poner en peligro 
la estabilidad y/o permanencia de sus contratantes. Y no sólo eso, 

1 Para fines prácticos de este trabajo, toda alusión al crimen organizado 
hace referencia al narcotráfico. Aunque este último sólo sea una de las 
varias representaciones posibles de aquel.
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también se instruyen en algunas otras actividades delictivas. Lo 
que, además de escalar en términos de impacto y presencia, ofre-
ce nuevas y mejores posibilidades de vigencia. Es esta evolución 
en la naturaleza y profesionalismo de la actividad lo que Volkov 
(2002) ha denominado un emprendimiento violento.

Quizás el caso más ilustrativo de este tipo lo represente el 
modelo de transición del denominado cartel2 de los zetas. Este gru-
po criminal del noreste de México es uno de los más reconocidos 
por sus formas violentas y sanguinarias. La agresividad de sus 
ataques puede explicarse a partir del proceso de su conformación.

2 Existe un debate en torno al uso constante del término. La palabra 
‘cartel’ se ha popularizado desde la política y los medios masivos de 
comunicación para referirse a las organizaciones de traficantes de dro-
gas en el país durante las últimas tres décadas. Existen un sinfín de 
investigaciones periodísticas en las cuales se recurre al término de 
esta manera. Sin embargo, de forma paralela y particular, desde la 
academia se ha manifestado una crítica ante este hecho, en una dimen-
sión epistemológica y política. Por un lado, hay quienes cuestionan la 
falta de elementos para considerar a los grupos de traficantes como 
‘cartel’. Astorga (2015; 2016), Osorno (2020) y Vázquez (2018) mani-
fiestan que la conceptualización original se refiere a la concentración 
de empresas dedicadas al mismo rubro que trabajan en conjunto para 
disminuir la competencia. De acuerdo con estos autores, esta defini-
ción no describe con precisión la forma de organización y operación 
de los grupos mexicanos dedicados al narcotráfico debido a que, en 
tanto éstos no tienen un dominio absoluto de la cadena de valor de la 
droga, no puede existir una única acción organizada y concertada con 
un objetivo común. Por otro lado, es señalado el carácter reduccionista 
del término. Zavala (2018) manifiesta que el empleo del término de 
esta manera sugiere un simplismo que oculta todo un entramado de 
relaciones político-delictivas que sostienen la actividad. Siguiendo al 
autor, esto representa una estrategia narrativa de desvinculación es-
tatal al recargar la total responsabilidad del avance desproporcionado 
del narcotráfico en los grupos organizados. No intentaré en este texto 
profundizar en tal debate. En adelante haré uso del término de manera 
ilustrativa cuando las referencias así lo requieran.
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El grupo surge originalmente como el brazo armado del 
cartel del golfo, en Tamaulipas. A finales de los noventa, Artu-
ro Guzmán Decena, mejor conocido como “Z1”, recibió la enco-
mienda de crear un equipo de fuerza que garantizara la segu-
ridad del cartel. Guzmán, que para ese momento era desertor 
del Ejército mexicano y había sido entrenado en eeuu como 
parte del Grupo Aeromóvil de Fuerzas Especiales (gafe), con 
las más innovadoras y sofisticadas técnicas de ataque, consi-
guió enlistar aproximadamente a 40 desertores militares en 
su equipo, mismos que se hicieron llamar Z, acompañado del 
número de su llegada (Z2, Z3, Z4, así sucesivamente) (Díaz, 
2017; Expansión, 2011; Pérez, 2014).

Se especializaron en desarrollar estrategias de protección, 
seguridad y rescate exclusivamente para el cartel del Golfo has-
ta la primera década de los 2000. Sin embargo, tras la captura y 
posterior extradición de Osiel Cárdenas, presunto líder, las cosas 
cambiaron. Después de librar una dura batalla con los dirigentes 
emergentes del cartel que les diera forma, el equipo comandado 
por el “Z1” se independizó y comenzó operaciones más allá de los 
servicios de seguridad, ganando terrero en diferentes zonas del 
país (Pérez, 2014). 

Tres de los factores que podrían considerarse claves en el 
avance del nuevo cartel “los zetas”, son: 1) los métodos extrema-
damente violentos utilizados para someter a sus rivales o, en su 
defecto, cualquiera que interviniera en sus planes; 2) trabajan a 
modo de células o grupos independientes. Aunque están coordi-
nados entre líderes, al interior cada grupo se gestiona con sus 
propias reglas, lo que limita las interacciones entre células. De tal 
suerte que la caída de una no significa el desmantelamiento del 
cartel; 3) la diversificación. Ya como grupo criminal organizado, 
se dedicaron a una gran cantidad de actividades que iban desde el 
contrabando de estupefacientes hasta el tráfico de personas (Ex-
pansión, 2011; Pérez, 2014); generando, a partir de su accionar, 
una serie de relaciones y dinámicas de control y dominación social 
en las zonas de operación e influencia. 
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los gRuPos CRiminales y el oRden soCial 
alteRnativo

Lo sobresaliente en esta dimensión es que los grupos de crimen 
organizado no se caracterizan por ser rivales del estado (Trejo 
y Ley, 2020; Lessing, 2020; Badine y Barona, 2019; Hernández, 
2020; Astorga, 2016; Serrano y Toro, 2005; Alda, 2021). Como 
explica Schultze-Kraft (2019), el poder que los ha consolidado y 
posicionado no tiene que ver únicamente con quienes participen 
en él (actores criminales o estatales-criminales), o con sus activi-
dades, sino con aquello de lo que hacen parte, esto es: un entorno 
institucional y social específico, un sistema político y ambiente 
económico determinados, un territorio y tiempo particulares, y un 
modelo de gobierno acorde a todo ello.

Dado que la función en el manejo de recursos y la provisión 
de servicios es responsabilidad de los gobiernos, en la dimensión 
de lo social, el acaparamiento de cualquier actividad de orden 
público por los grupos de crimen organizado puede ser entendido 
desde dos perspectivas completamente opuestas: bien como un 
desahogo de la carga gubernamental, o como la plena cooptación 
de los procesos estatales. La perspectiva que sobresalga depen-
derá de la influencia y los pactos que tales grupos hayan estable-
cido con su sociedad (Sampó, 2021; Berenzon, 2021; Díaz, 2017; 
Badine y Barona, 2019).3

3 Sampó (2021) explica que ante las restricciones impuestas por los 
gobiernos para contener los efectos del Covid, los grupos de crimen 
organizado “se volcaron a las comunidades locales y procuraron ro-
bustecer los vínculos preexistentes incrementando su presencia, par-
ticular, aunque no exclusivamente a partir de acciones positivas”. En 
diciembre de 2020, en Culiacán, Sinaloa, surgió una polémica social y 
mediática tras la donación de televisiones, computadoras, mobiliario 
escolar, entre otros artículos, que presuntos colaboradores de los hijos 
de Joaquín “el Chapo” Guzmán realizaron en respuesta a la solicitud 
pública de Esmeralda Núñez Terán, quien fuera la representante de la 
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Posiblemente la manera en que el Estado ha venido asimi-
lando la participación de los grupos de crimen organizado, es a 
través del control que manifiestamente ejercen éstos en espacios 
conflictivos para los gobiernos (aunque no se limita únicamente a 
eso). Mediante la estructuración de normas que regulan la conduc-
ta, algunas organizaciones consiguen mantener a raya los proble-
mas; ya sean éstos generados por los miembros del mismo grupo, 
por otros grupos o inclusive por actores no-criminales (Lessing, 
2020).4 En cualquier caso, esta función, que resulta auxiliar para 
el Estado, en tanto se manifiesta como alianzas de cooperación 
que permiten el control no sólo de civiles sino de otros grupos 
delictivos, ha significado la garantía para el solape y protección 
hacia la criminalidad.

Pero más allá de eso, es preciso recalcar la posibilidad que se 
han fincado estos grupos para traspasar los límites de la legalidad 
a través de su actuar. Es decir, el ejercicio activo de la ilegalidad 
es quizás lo que paradójicamente ha conseguido mantener un equi-
librio en las formas legales, particularmente en regiones con go-
biernos institucionalmente inestables. Al respecto, Schultze-Kraft 
(2016) sostiene que: “si bien estos intercambios e interacciones 

escuela primaria Bicentenario, ubicada en la colonia del mismo nom-
bre, en una de las zonas más pobres y marginadas de la ciudad. Al fi-
nal, ante la ola de titulares escandalosos y la resonancia de los hechos, 
los ciudadanos se organizaron para ser ellos y no “el narco” quien 
apoyara a los estudiantes. https://revistaespejo.com/2020/12/20/le-
arrebataron-escuelita-al-narco/

4 En mayo 2022, durante una estancia en Culiacán, en conversación con 
un conductor de Uber sobre los trajines del narcotráfico en Sinaloa, 
éste, convencido, me platicaba que, a diferencia de otras ciudades, el 
tipo de violencia que acontece ahí no es mayormente de género (refi-
riéndose a los feminicidios), ni de asalto directo en taxi. Esto debido a 
que, supuestamente, los miembros del cartel de Sinaloa abrían “ajusti-
ciado” (asesinado) a un par de conductores violentadores como escar-
miento para el resto. De acuerdo con esta persona, gracias en buena 
parte a eso es que se mantenía la “calma” y el orden civil en la ciudad.
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pueden estar –y en realidad lo están a menudo– orientados a ge-
nerar ganancias económicas privadas, individuales o colectivas, 
también producen legitimidad, exoneración judicial y, en última 
instancia, orden político y social” (34).

Este autor sugiere dicho entendimiento como parte de su pro-
puesta conceptual sobre los órdenes sociopolíticos: crimilegalidad, 
que explica como “un conjunto de patrones regulares de inter-
cambio e interacción social entre el Estado y actores no estata-
les, públicos y privados que se sitúan en los márgenes de, o están 
flagrantemente en contravención a la ley establecida en un lugar 
y momento dado” (34). Schultze-Kraft (2016) parte del análisis 
sobre el modelo de dominación weberiano, según el cual, si bien 
no toda dominación se sirve del medio económico, sí depende, en 
la mayoría de los casos, de un cuadro administrativo que garantice 
que tal o cual actividad será ejecutada por un grupo de personas 
(obediencia) bajo las ordenanzas y mandatos requeridos. Aunque 
la naturaleza de tal obediencia puede variar, estará siempre vin-
culada al carácter de la dominación, que puede ser: tradicional, 
carismática o racional. Todas ellas con particular pretensión de 
legitimidad (Weber, 2012). El autor retoma el tipo de dominación 
legítima de carácter racional desarrollado por Weber (2012), que 
descansa en la “legalidad de ordenaciones estatuidas y de los de-
rechos de mando de los llamados por esas ordenaciones a ejer-
cer la autoridad” (172), pero esta vez centrando la atención en 
el opuesto, en las ilegalidades, y desde ahí cuestiona la posible 
existencia de órdenes de control sociopolítico que pudieran estar 
basándose en la ilegalidad/criminalidad como principio ordenador.

Continuando con esta idea, cuando el Estado no cumple del 
todo con las funciones que tradicionalmente se le adjudican, las 
poblaciones buscarían por otros medios obtener lo indispensable; 
de manera que terminarían legitimando actores o grupos que bien 
buscan reproducir el orden social establecido por el Estado o ins-
taurar uno alternativo; en este caso, criminal. La legitimidad, para 
este efecto, puede construirse de dos formas que, de ninguna ma-
nera resultan mutuamente excluyentes: a través del consentimien-



EntoncEs, ¿quién gobiErna? actividad criminal y ordEn  
social como forma dE gobErnanza nEolibEral criminal

72 7372 73

to de los gobernados, en un sentido más cercano a una solidaridad 
orgánica (Pegoraro, 2015),5 o a través de prácticas impositivas de 
quienes ostentan el poder (Sampó, 2021; Lessing, 2020). Tal con-
dición ha sentado las bases para el desarrollo de estrategias dis-
tintas de control que son aprovechadas abierta y particularmente 
por los grupos de crimen organizado; mecanismos no necesaria-
mente violentos de regulación de la conducta social (Sampó, 2021; 
Alda, 2021), que pueden ser ejercidos en diversas dimensiones de 
acuerdo con las características particulares de cada grupo (Beren-
zon, 2021; Lessing, 2020; Díaz, 2017).

Schultze-Kraft (2016) desarrolla el término partiendo de la 
falta de consenso existente no sólo para nombrar las relaciones 
entre actores criminales y actores estatales y no estatales, sino 
también para delimitar las actividades consideradas ilegales, e 
incluso la conceptualización misma del crimen organizado. La cri-
milegalidad abarcaría las relaciones contenidas en el espacio de 
tránsito constante entre legalidad e ilegalidad de naturaleza públi-
ca o privada, que caracterizan el desarrollo del Estado capitalista 
neoliberal y que se manifiestan en el surgimiento de regímenes 
alternativos de control, que constituyen órdenes sociopolíticos 
donde el ejercicio del poder puede ser compartido:

En los órdenes crimilegales, la violencia y la coerción deben 
ser vistas como una función del surgimiento, la existencia o 
la ruptura de un equilibrio político entre una serie de acto-
res estatales y no estatales, públicos y privados, con acceso 
a recursos políticos y económicos significativos –incluidas 
las organizaciones criminales– (Schultze-Kraft, 2016: 38).

La utilidad del término, considero, radica en que suscribe los vín-
culos y formas relacionales no sólo entre criminales y funcionarios 

5 Pegoraro (2015) se refiere a la solidaridad orgánica como una forma de 
lazo social del delito, es decir, un tipo de relación con lo ilegal asentado 
sobre una base de legitimidad social.
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estatales, sino que pone en el mapa a la generalidad de los actores 
privados y la importancia de su participación efectiva por fuera y 
contra de la ley. Así, las criminalidades e ilegalidades se manifiestan 
como parte integral del sistema político y económico. Entonces, las 
estrategias del crimen organizado en cuanto a su interacción con 
el Estado ahora tendrían que ver con influenciar y apoyar un orden 
socio-político que signifique beneficios compartidos para quienes 
ostentan el poder legítimo y para sus protegidos, quienes, por otra 
parte, ejercerían un tipo de poder no reconocido pero concreto.

Esta tendencia ilustra mejor la forma operativa criminal del 
denominado cartel de Sinaloa. Aunque es a partir de los ochen-
tas cuando empieza a ser reconocida como actividad criminal con 
características más cercanas a las que conocemos hoy, la comer-
cialización de drogas en esa región del país ha existido desde mu-
chos años antes. En el libro El narcotráfico en los Altos de Sinaloa 
(1940-1970), Juan Antonio Fernández (2018) explica que, desde 
el inicio, el ejercicio de la actividad ha dependido de un entrama-
do de relaciones de parentesco, camaradería y cercanía entre sus 
miembros; y en la mayoría de casos, de formas “benévolas”, no 
siempre violentas de legitimación en la zona. Enciso (2014) señala 
las donaciones altruistas, los proyectos públicos e iglesias6 y, lo 
más contundente: matrimonios arreglados,7 como las estrategias 
más utilizadas y de mayor trascendencia para este efecto.

6 Sánchez (2009) refiere esta actividad como uno de los mecanismos de 
legitimación de la narcocultura en Sinaloa: las narcolimosnas.

7 Enciso (2014) recopila el siguiente testimonio: “Ya en los años 1960, 
era frecuente ir a alguna fiesta del Hotel Ejecutivo, que estaba de 
moda, para darse cuenta que era el matrimonio de alguna niña bien de 
Culiacán con el hijo de un narcotraficante sierreño. En alguna ocasión, 
hubo una de estas fiestas en el Country Club: trajeron gardenias y tuli-
panes desde Holanda, había caballos y una carroza de los establos de 
Pedro Domeq y el servicio de banquete viajó desde la ciudad de México 
con todos sus chefs y meseros. ¿El recuerdito de la fiesta?: Centena-
rios. Oro macizo para que el bodorrio fuera inolvidable” (29).
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Por otro lado, las condiciones generadas tras la primera ola 
de criminalización de la actividad, en las décadas de los 20’s-30’s, 
contribuyeron a la construcción de códigos, lógicas, representacio-
nes y formas de socialización que se tradujeron en lealtades, com-
plicidades y resistencias ante un adversario/colaborador común: 
el gobierno. Y que, al extenderse a la base social sinaloense, per-
mitieron la trascendencia del narcotráfico como negocio rentable.

Precisamente la manera en que se ha socializado la activi-
dad ha generado una dinámica de complicidad ciudadana (obliga-
da o no) en algunas zonas de Sinaloa. Las bondades mostradas 
por algunos traficantes en ciertas comunidades se tradujeron en 
el disimulo de los habitantes (Fernández, 2018). Siguiendo a Pe-
goraro (2015), es a partir de este tipo de prácticas que se facilita 
el construir un lazo de seguridad, protección y salvaguarda mutua, 
es decir, mientras los delincuentes se encargaban de mantener el 
territorio sin intromisiones o alborotos provocados por otros gru-
pos criminales, la población mostraba solidaridad al no denunciar.8

Pero no sólo eso, las relaciones de complicidad y complacen-
cia, sobre las cuales se sostiene este tipo de orden, también se ha-
cen extensivas a los sectores políticos y empresariales, mediante 
interacciones ventajosas, permisivas, de impunidad y corruptas. 
Tanto el periodismo de investigación como algunos informes de 
organismos o instancias con influencia internacional se han encar-
gado de evidenciar las estratagemas, abusos de poder y corrupción 
de políticos, funcionarios públicos, empresarios, etc., que favore-
cen la actividad criminal en México. Por ejemplo, en el libro Los 
cómplices del presidente, la periodista Anabel Hernández (2020) 
documenta toda una red de relaciones que clandestinamente per-
filaron tanto la acción política como criminal durante el gobierno 
calderonista (2006-2012). Estas relaciones presuntamente favore-

8 En Sinaloa, este argumento podría ser resumido en una frase que cir-
culaba comúnmente hasta los años anteriores al inicio de la guerra 
contra las drogas: el cartel nos cuida.
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cían al grupo criminal sinaloense en comparación con otros grupos 
del país. Así también, desde el Departamento del Tesoro de los 
eeuu, a través de la Oficina de Control y Activos Extranjeros (ofaC, 
por sus siglas en inglés),9 se publica una lista de las entidades 
que han sido castigadas por ese país por incurrir en actividades 
ilegales. Hasta el año pasado, la lista10 contenía empresas mexica-
nas que presuntamente pertenecen y/o están vinculadas a Ismael 
“el Mayo” Zambada y Joaquín “el Chapo” Guzmán, representantes 
del cartel de Sinaloa. Empresas sostenidas con el trabajo concreto 
de personas no necesariamente involucradas al negocio del nar-
cotráfico directamente. En realidad, referente al tema específico 
de la criminalidad en Sinaloa, la información es bastante extensa 
y mucho más precisa. Se mencionan estos casos únicamente de 
manera ilustrativa.

goBeRnanza neoliBeRal CRiminal

Sería muy ingenuo suponer que el orden social impuesto estuvie-
ra desvinculado de intereses económicos particulares. Al contra-
rio, conviene pensar que el primero es completamente funcional 
a los últimos. Vale la pena entonces atender tanto los intereses 
de grupos (legales e ilegales) sobre el mantenimiento del orden 
social vigente, como las formas de articulación entre éstos, las 
representaciones particulares del delito, las ilegalidades y, claro, 
la relación con el Estado (Míguez, Misse e Isla, 2014).

Empecemos considerando que el avance de las formas neo-
liberales de la economía ha obligado y potenciado el surgimien-

9 Instancia encargada de señalar y sancionar económica y financiera-
mente a los estados, empresas e individuos vinculados a actividades 
ilegales (narcotráfico, lavado de dinero, terrorismo).

10 https://home.treasury.gov/policy-issues/financial-sanctions/consolida-
ted-sanctions-list-non-sdn-lists
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to y desarrollo de nuevas y diferentes modalidades de obtención 
de ganancias; otros mecanismos de acumulación que impulsan la 
aparición de novedosos y fortalecidos poderes locales, regionales, 
nacionales y transnacionales. Es el caso de los grupos delictivos/
criminales organizados, cuyas muestras de violencia no significan 
necesariamente un peligro para la estabilidad institucional y/o una 
interferencia en el orden político y socioeconómico establecido11 
sino que, al contrario, en el análisis histórico de la formación del 
Estado capitalista, pueden considerarse como parte constitutiva 
de éste, en tanto “su funcionamiento articula constantemente már-
genes de legalidad e ilegalidad” (Estrada y Moreno, 2007: 17).

Atendiendo lo anterior, la reproducción del modelo de gober-
nanza neoliberal criminal que aquí se dispone está sujeto a la pre-
sencia y vigencia indefectible de tres variables: 1) Estado: funcio-
narios gubernamentales y/o políticos propensos a la corrupción; 
lo que por ende reflejaría una condición de porosidad institucio-
nal; 2) Sociedad civil: caracterizada como élites privadas de clase 
empresarial con intereses económicos inquebrantables, gusto por 
la administración pública, e injerencia en la política, que además 
poseen una gran influencia social; 3) Crimen organizado: grupos o 
facciones criminales con un cierto grado de control en un territo-
rio y sociedad determinadas, además de mecanismos, estrategias 
y herramientas que les garanticen un grado de poder coercitivo 
(Duque, 2020; Berenzon, 2021). Son los acuerdos y negociaciones 
establecidos entre estos tres ejes de poder, como he reparado en 
llamarles, lo que impacta de manera determinante las formas y 
condiciones de habitar.

Para entender de manera fundamental el dinamismo en que 
se configuran los gobiernos criminales, es preciso identificar las 

11 “Las organizaciones criminales trasnacionales están esencialmente a 
favor del statu quo (de preferencia débil) y son notoriamente agnósti-
cas en asuntos de política, excepto cuando se trata de apoyar aquellos 
grupos políticos que les permiten llevar a cabo sus programas econó-
micos” (Berdal y Serrano, 2005: 24).
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condiciones a partir de las cuales los grupos de crimen organiza-
do se aproximan a la estructura estatal. Cuando se trata de una 
esfera cuya constitución político partidista se caracteriza por la 
prevalencia de un único partido hegemónico, la vinculación crimi-
nal puede presentarse a largo plazo; a menor cambio de personas, 
mayor estabilidad de los acuerdos. De manera contraria, cuando 
existe una rotación frecuente de líderes políticos, se obliga a una 
constante renegociación de los acuerdos, lo que puede derivar 
en un desequilibrio de poder (Trejo y Ley, 2020; Schultze-Kraft, 
2016). La historia política-criminal de México ha atravesado am-
bos momentos. El primer caso describe el periodo comprendido 
entre los 1930’s y hasta el 2000, años durante los cuales permane-
ció el mismo partido político en el poder; mientras el segundo caso 
representa mejor lo sucedido a partir del año 2001, tras el cambio 
del Partido Revolucionario Institucional (PRi) al Partido Acción 
Nacional (Pan) en el gobierno federal. Desde entonces hasta ahora, 
los reajustes en los acuerdos/negociaciones/pactos entre gobier-
nos y los diferentes grupos criminales han significado periodos de 
desequilibrio político y extrema violencia, debido a que el cambio 
en la estructura partidista implica una ruptura en los esfuerzos 
mantenidos desde el Estado mexicano posrevolucionario por “pa-
vimentar el camino hacia la gradual centralización del poder polí-
tico y militar” (Serrano, 2012: 149).

Entonces, frente a la descentralización del poder y el debi-
litamiento de las instituciones y mecanismos políticos, económi-
cos y sociales, en un contexto socioeconómico marcado por las 
reformas neoliberales, emerge una generación de organizaciones 
criminales que ejerce influencia y hasta dominación sobre las 
sociedades locales y regionales; invirtiendo ocasionalmente la 
posición de subordinación frente al Estado (Pansters, 2014). Por 
lo demás, el desequilibrio estatal se ve reflejado en las relaciones 
con los criminales y en la fragmentación de grupos que orilla a 
episodios de violencia mucho más agudos, constantes y escanda-
losos, y paradójicamente, también a las relaciones más estrechas 
de protección estatal.
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Knight (2012) explica que una de las formas que particular-
mente evidencia la íntima relación entre el Estado y el narcotrá-
fico en México, desde las primeras décadas posrevolucionarias, 
fue la provisión de protección a los delincuentes. Este autor sos-
tiene que, dado que el Estado no tiene la obligación de proteger 
la actividad, sino todo lo contrario, los costos por un servicio así 
podrían ser muy elevados. Un mecanismo de esta naturaleza tiene 
que ver con los niveles de tolerancia hacia la transgresión de la ley 
y la norma; por lo tanto, en este caso puede ser entendido como 
una suerte de permisión para el ejercicio de la actividad ilícita sin 
castigo, se trata de pagar/comprar impunidad, y el único mercado 
para ello es el poder político.

Aunado a eso, la realización de favores especiales en cuanto 
al suministro de información importante y/o confidencial, la facili-
tación de armas y hasta efectivos policiales, igualmente adornaron 
ese espacio de zona gris en el cual, aparentemente se desvane-
ce el límite que divide el accionar de las partes (Estado-crimen/
legalidad-ilegalidad), al contener una red de cooptación y nuevos 
clientelismos (Auyero, en Carrasco, 2012). Hasta antes del boom 
neoliberal, estas características permitían al Estado marcar el te-
nor de las relaciones con mayor facilidad, lo que incluso denotaba 
una cierta “paz” y control, procurado intencionalmente por el par-
tido en el poder.

Por consiguiente, la existencia misma de los grupos de cri-
men organizado estaría intrínsecamente vinculada al aparato es-
tatal. De ser así, pensemos que si, tal constatación representaría 
no sólo la base de convergencia legal-ilegal, la zona gris sobre la 
cual se fincan los gobiernos de tipo ilegal; además, explicaría el 
descrédito institucional y la pluralidad en la participación de los 
actores, es decir, que puedan ejercer diferentes roles en un mis-
mo contexto:12 criminales, empresarios, políticos, funcionarios, 

12 Hernández (2021) escribe sobre la “narconómina” en Tamaulipas para 
la revista Nexos: “a inicios de abril de este año, diferentes medios 
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etc. Entonces, las capacidades administrativas de los gobiernos 
locales inciden directamente en el tipo de orden que los grupos de 
crimen organizado pueden ejercer.

Algunos autores (Trejo y Ley, 2020; Lessing, 2020; Schultze-
Kraft, 2016) coinciden en que estas circunstancias generan un 
efecto expansivo de la zona gris que ahora involucra también a la 
sociedad civil, no únicamente en calidad de víctimas potenciales 
sino como parte de un territorio controlado. Al respecto, Trejo y 
Ley (2020) escriben:

Los grupos de crimen organizado ya no son únicamente or-
ganizaciones interesadas sólo en moldear políticas públicas 
en favor de sus negocios ilícitos, por medio de sobornos y 
coerción, son también actores criminales armados en bús-
queda de tomar el control y reconstituir órdenes sociales 
locales a través de desarrollar regímenes subnacionales de 
gobernanza criminal (62).

No obstante, dadas las características de la criminalidad, estos 
grupos no pueden por propios medios constituirse como órdenes 
de poder legítimo. Requieren de intermediarios para participar 
en la gestión de la política pública y la economía formal, rol que 
cubre la sociedad civil caracterizada, por un lado, como una clase 
empresarial, y, por otro lado, como ciudadanía cómplice (volunta-
ria u obligadamente); y aún más importante, para su permanen-

publicaron que Evaristo Cruz ‘el vaquero’, líder del cartel del Golfo, 
estaba en la nómina del Ayuntamiento, adscrito a la Dirección de Se-
guridad Pública. Días después, en conferencia de prensa, el secretario 
del Ayuntamiento se deslindó de la acusación; señaló que la informa-
ción había sido manipulada y que el personaje en cuestión sí estaba 
en nómina municipal, pero de la administración pasada. Más allá de lo 
anterior, el hecho es que ‘el vaquero’ recién había sido capturado por el 
Ejercito en Salinas Victoria, Nuevo León; paralelamente, su detención 
hizo evidente que algunas personas no gratas, como él, formaron en 
algún momento parte de las nóminas de ayuntamientos municipales”.
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cia y vigencia requieren de un grado de protección e impunidad 
informal provista por el Estado.

A modo de ejemplo ilustrativo de lo anterior, uno de los casos 
más sonados hasta el día de hoy posiblemente sea la detención y 
proceso de juicio penal por narcotráfico al que ha sido citado el ex 
Secretario de Seguridad Pública, Genaro García Luna. Desde el go-
bierno de Estados Unidos se han revelado sus nexos con grupos de 
crimen organizado, particularmente el de Sinaloa y los hermanos 
Beltrán Leyva (Lemus, 2021; Forbes, 2021). La polémica se des-
prendió tras darse a conocer información que comprometía tanto a 
García Luna como a otros varios funcionarios del gobierno federal 
en el juicio por narcotráfico contra Joaquín Guzmán Loera “el Cha-
po”, llevado a cabo en la ciudad de Nueva York. García Luna no sólo 
ha sido acusado de vender protección y/o inmunidad a narcotrafi-
cantes, sino también de facilitar actividades de trasiego de drogas y 
participar en operaciones de lavado de dinero (Lastiri, 2021).

Entre paréntesis, y en un sentido más reflexivo, quizás, sobre 
nombrar todo aquello que se identifica, y, por supuesto, conside-
rando los planteamientos realizados hasta ahora sobre la gober-
nanza y sus particularidades, creo de mayor utilidad el referirla 
con todos sus nombres, es decir, gobernanza neoliberal criminal. 
De otra manera, al elegir un término sobre el otro para apellidarla, 
puede pasar que se diluyan las características del término omi-
tido. Me refiero a que la gobernanza, no por ser entendida como 
criminal, deja de florecer en el terreno y las formas de lo neoliberal 
o viceversa. Se trata de una relación simbiótica que permite jus-
tamente que las condiciones de un fenómeno sostengan las bases 
para el desarrollo del otro. Las formas neoliberales en el ejercicio 
de la gobernanza permiten un cierto grado de criminalidad, y, por 
el otro lado, la criminalidad reproduce las formas neoliberales.

Entonces, la gobernanza neoliberal criminal, no se trata de un 
tipo de gobierno de Estado en el sentido más amplio como la últi-
ma fuerza y autoridad legítima, sino de un núcleo de poder con la 
capacidad coercitiva y recursos suficientes para ejercer autoridad 
e imponer reglas y normas de conducta en un espacio determina-
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do, frente a una sociedad específica, que, por efecto de la domina-
ción, lo legitima.13 Se establece como un gobierno subnacional de 
carácter criminal (Trejo y Ley, 2020), que co-existe y depende en 
cierta medida del gobierno estatal formal y legítimo, con el que, 
además, en la mayoría de los casos, colabora. Lo que particular-
mente distingue este tipo de gobernanza, es precisamente el nivel 
de incrustamiento que tiene con el Estado (Lessing, 2020). Una for-
ma de gobierno criminal que, desde las bases sociales en Sinaloa, 
México, por mencionar un ejemplo, se representa como un narco-
estado y se reconoce como una doble vulnerabilidad social: frente a 
un poder formal (estatal) y otro informal (criminal).

En esta dinámica, los grupos de crimen organizado repre-
sentan para el Estado una herramienta mucho más potente de le-
gitimación, pues, en tanto éstos se han consolidado y moldeado 
bajo la tutela estatal, deben servir a sus funciones. No por nada 
la dinámica de cooperación crimen-estado se perpetua a través de 
alianzas que funcionan como mecanismos de estabilidad y control 
social. En este sentido, “la gobernanza [neoliberal] criminal no 
puede ser entendida como aparte del Estado, sus políticas, su apa-
rato coercitivo y su relación con los ciudadanos” (Lessing, 2020: 
4). Entonces, de la misma forma que no se puede (ni debe) pensar 
la existencia de los grupos de crimen organizado sin la partici-
pación y solape del estado, tampoco es fértil pensar en el pleno 
ejercicio de un gobierno estatal sin la actividad de los grupos de 
crimen organizado (Lessing, 2020).

13 Desde un espacio de pluralidad jurídica, De Sousa Santos propone el 
concepto de interlegalidad para describir una “intersección de órdenes 
legales” (De Sousa Santos en Nickel, 2015: 206). En ella, toda intención 
impositiva podría constituirse como un orden normativo, desde distintos 
campos de la legalidad, en tanto queda sustentado en la conexión social-
legal. Costumbres locales, creencias y convenciones personales o gru-
pales sociales, normas impositivas delincuenciales, etc. Aunque, como 
explica Nickel (2022), el concepto resulta útil para pensar la porosidad 
jurídica, no es el objetivo de este texto profundizar en ese tema.
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ConsideRaCiones finales 

Teniendo en cuenta los “condicionamientos estructurales (des-
igualdad, pobreza) y contextuales (violencia, turbulencia políti-
ca)” de la realidad latinoamericana, es posible, explica Vásquez 
(2014), que los mismos rasgos que originalmente apuntalaron a 
la gobernanza, sean ahora los que alejen este modelo de gobierno 
del ideal planteado; es decir, “en lugar de la horizontalidad, po-
dría primar la asimetría de poderes; en lugar de la cooperación, 
el conflicto; en lugar del trabajo conjunto por un bien colectivo, 
la captura de las redes de gobernanza en provecho de intereses 
particulares” (21).

Según el modelo de crimilegalidad, que se manifestaría con 
mayor claridad en las regiones con un entorno institucional com-
prometido, la coerción y el uso legítimo de fuerza no dependen de 
un solo ejecutor, a saber: el Estado; sino que ahora, como conse-
cuencia del efecto expansivo de la zona gris, participan una varie-
dad de actores sociales, estatales, no estatales, privados, legales 
e ilegales. Y en este sentido, la agudización de la violencia y/o los 
mecanismos de coerción más agresivos se manifestarían como la 
consecuencia de un desequilibrio político y económico entre esos 
actores, un revés en la dinámica de orden.

Desde esta perspectiva, es posible repensar la participación 
estatal y criminal en México como una dinámica de simultánea pre-
sencia-ausencia. Este hecho podría agudizar las manifestaciones 
de violencia, puesto que las transgresiones no ponen en entredi-
cho necesariamente la validez de la ley y la norma. Al contrario, la 
vulnerabilidad de los espacios y los habitantes, de alguna manera 
justifica y normaliza las agresiones. Lomintz (2022) analiza esto 
desde la idea del tejido social rasgado, según la cual, el canal ultra 
legal, de frente a la economía criminalizada de las drogas en Méxi-
co, caracterizado como guerra contra las drogas, ha comprometido 
significativamente la moral comunitaria, es decir, las costumbres 
cotidianas que habitan todo bien y todo mal. Ante episodios de vio-
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lencia inaudita, que ni el Estado, ni la moral apelada son capaces 
de frenar, se entiende que el tejido social se encuentra roto.

Hallamos en este contexto que la existencia y actividad de los 
grupos de crimen organizado representan una herramienta efectiva 
de legitimación para el Estado, debido a que la correlación y coo-
peración en su desempeño se manifiestan como mecanismos de es-
tabilidad y orden social. En tanto, el entendimiento de las formas 
estatales no se lograría en contraposición de las formas criminales. 
El efecto expansivo de la zona gris, que ahora abarca una multipli-
cidad de actores e intereses en un espacio de traslape de formas 
dicotómicas de orden social, ha representado el escenario propicio 
para la emergencia de órdenes sociopolíticos de carácter criminal 
que, gracias a la articulación y solape desde las formas estatales, se 
constituyen de manera estructural como un tipo de gobierno.

En México, los criminales “pasaron de la subordinación his-
tórica en la que tenían tres opciones si no aceptaban las reglas del 
juego del sistema autoritario: salir del negocio, ir a la cárcel o morir” 
(Astorga, 2015: 21), a establecer un orden en el cual el poder que 
denotan sus acciones se manifiesta como una forma de gobierno 
subnacional de corte criminal. Es posible entonces argumentar que 
el desequilibrio estatal, el fortalecimiento de los grupos criminales 
y la subsecuente hostilidad en las relaciones, han coadyuvado en la 
constitución de un tipo de gobernanza neoliberal criminal.
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